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La ausencia de una política hidrocarburífera en Bolivia
se explica, fundamentalmente, por el marco jurídico vigen-
te en el sector –la Ley de Capitalización, la Ley de Inversio-
nes y la propia Ley de Hidrocarburos– y por la desintegra-
ción de la cadena hidrocarburífera nacional provocada,
precisamente, por ese régimen jurídico. A partir de esta
constatación, nos parece que el actual debate nacional so-
bre el destino de los recursos no renovables, especialmente
el gas natural, debiera desembocar en la formulación de
una política energética nacional que resuelva las actuales
controversias y que nos entregue a los bolivianos una vi-
sión integral de la problemática hicrocarburífera.
Mientras no exista esa política –una política, además,
que requiere urgentemente del consenso nacional– la in-
tensa discusión sobre la propiedad de las reservas de gas y
petróleo, la producción, mercados, precios, industrializa-
ción e ingresos para el Estado, tenderá a derivar, recurrente-
mente, en la generación de nuevos conflictos como los
ocurridos en octubre de 2003. Se trata, entonces, de formu-
lar una política energética nacional que defina con preci-
sión y claridad una concepción sobre la generación, apro-
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piación y uso del excedente hidrocarburífero. Esto es lo ver-
daderamente sustancial.
Para la formulación de esa política, debe considerarse, de
manera prioritaria, que el actual marco jurídico del Sector
Hidrocarburos le concede a las empresas petroleras extranje-
ras, a través de los contratos de Riesgo Compartido, el dere-
cho de la propiedad sobre los hidrocarburos en la fase de
producción o extracción. La única obligación emergente para
las empresas, por la vigencia de los citados contratos, es la
cancelación de tributos en favor del Estado boliviano.
Aquí debe señalarse que la reciente derogación del De-
creto Supremo 24806 por parte del gobierno del presidente
Mesa (nos referimos al decreto que define el modelo jurídico
de los mencionados contratos de Riesgo Compartido) sólo
tiene la fuerza de una medida “simbólica” puesto que esos
contratos siguen en vigencia por el periodo establecido en la
norma, es decir, por 40 años. La derogación del referido
decreto sólo significa que, de aquí para adelante, las empre-
sas petroleras que deseen operar en Bolivia deberán someter-
se a otro tipo de contratos, los que definen el proyecto de Ley
de Hidrocarburos presentada por Carlos Mesa. Empero, és-
tos tendrían vigencia a partir de 2036, es decir, cuando se
cumpla el referido plazo de 40 años.
Otro factor adicional y sumamente importante que debe
considerarse en el actual debate nacional es que en las
elecciones del 30 de junio de 2002 emergieron nuevas fuer-
zas políticas con representación parlamentaria que obligan
a ampliar la discusión sobre el destino de los hidrocarburos
y a convertirla en uno de los temas centrales de la agenda
política nacional y del propio Congreso.
En general, los hechos aquí mencionados han configu-
rado un nuevo mapa político nacional crítico a las decisio-
nes y políticas asumidas durante el primer gobierno de
Gonzalo Sánchez de Lozada (1993-1997). A partir de estos
hechos, y con el objetivo de reflexionar sobre ellos, propo-
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nemos dos hipotéticos escenarios y propuestas que po-
drían ser parte de la Ley de Hidrocarburos y de la ansiada
política hidrocarburífera.
Primer escenario
La reversión de la propiedad de las reservas y de la pro-
ducción de gas natural y petróleo en favor del Estado boliviano
es, en sustancia, la hipótesis central de este primer escenario.
Esta medida es la única que permitiría la cancelación de los
actuales contratos de Riesgo Compartido suscritos con las em-
presas extranjeras. A su vez, supondría la sustitución del actual
marco jurídico a través de dos alternativas: la vigencia inme-
diata de la Ley de Hidrocarburos Nº 1194, del 16 de noviembre
de 1990, que estuvo en curso hasta antes de la promulgación de
la actual Ley de Hidrocarburos Nº 1689, de 30 de abril de 1996,
o el diseño, aprobación e implementación de un nuevo marco
jurídico que cancele al que está vigente y que considere los
temas en actual debate: propiedad de las reservas, precios,
mercados, industrialización, exportación y otros.
El supuesto básico para que este escenario sea posible
es que en el país se genere un movimiento político y social
–en el ámbito urbano y rural– que tenga la suficiente fuer-
za y capacidad para la transformación del actual marco
jurídico vigente en el Sector Hidrocarburos. Las preguntas
que surgen frente a este hipotético escenario son: ¿es posi-
ble generar o construir ese movimiento político y social?;
¿existen las condiciones políticas y sociales necesarias para
llevar a cabo estas transformaciones?
Por otra parte, la reversión de los derechos de propiedad
de los hidrocarburos al Estado boliviano significaría, sin la
menor duda, la nacionalización de los 54,9 TCF de gas natural
y petróleo que están en manos de las empresas extranjeras
bajo el respaldo jurídico de los contratos de Riesgo Comparti-
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do. Esta es una decisión esencialmente política que requiere
la presencia de un gobierno fuerte con un significativo respal-
do social de la población.
A su vez, la búsqueda de alternativas de solución para los
aspectos técnicos y económicos inherentes a la nacionaliza-
ción depende del tipo de decisión política que se tome. Si en la
base de esa decisión se encuentra la visión de que el gas
natural es una fuente de energía indispensable para el futuro
de la humanidad y que por esa razón muchos países están
efectuando mutaciones sustanciales en su matriz energética, y
si además se considera que dicha decisión establece una clara
asociación entre desarrollo nacional y uso de los recursos
naturales del país, la indemnización a las empresas transna-
cionales que surgiría como principal consecuencia de la nacio-
nalización podría encontrar varias fuentes para su finan-
ciamiento. Una de ellas sería la titularización de las reservas
certificadas de gas natural y petróleo, una medida que, ade-
más, no necesariamente significaría la exclusión de las empre-
sas extranjeras del mercado hidrocarburífero nacional sino
más bien su incorporación con nuevas reglas del juego que
beneficien equitativamente al Estado boliviano y a esas empre-
sas. Esta posibilidad, además, no es ajena a la historia petrole-
ra nacional, puesto que la presencia de empresas transna-
cionales en Bolivia –en diferentes momentos y bajo regímenes
jurídicos distintos– ha sido permanente. Y algo más en esta
misma dirección: el propio proyecto de ley de Carlos Mesa
plantea un modelo de Contrato, el de Producción Comparti-
da, que expresa claramente la presencia de empresas extranje-
ras en condiciones distintas a las actuales.
Segundo escenario
La revisión y ajuste de la normatividad vigente en el
Sector Hidrocarburos es el núcleo central de un hipotético
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segundo escenario en el que podría desembocar el debate
nacional sobre el gas y el petróleo. El supuesto básico que
haría posible este escenario es que se produzca un acuer-
do entre las empresas transnacionales, el Gobierno nacio-
nal, los partidos políticos y las organizaciones de la socie-
dad.
El acuerdo que haría posible este escenario tendría
que considerar que la actual situación del mercado de los
hidrocarburos es cualitativamente diferente a la que se
presentaba en el periodo previo a la Capitalización y priva-
tización del sector. Los diseñadores del régimen hidro-
carburífero vigente y las empresas petroleras que suscribie-
ron los actuales contratos de Riesgo Compartido, difícilmente
pudieron imaginar que las reservas de gas natural, después
del proceso de Capitalización, se multiplicarían por diez en
menos de diez años. En el mejor de los casos, sus expectati-
vas se afincaban en un incremento importante de esas
reservas que les permita cumplir con el contrato de venta
de gas a Brasil.
Pero aún si fue posible imaginar un incremento de re-
servas de gas como el que se produjo en el país, el contexto
político y social actual que se vive en Bolivia plantea la
pertinencia de reconsiderar las normas del mercado de hi-
drocarburos vigentes. En este sentido, si las empresas
transnacionales, los partidos políticos, el Gobierno y las orga-
nizaciones de la sociedad civil coinciden en esta lectura de la
realidad, y si existe la necesaria amplitud y disposición por
parte de todos ellos, el cambio sustancial de la actual norma-
tiva hidrocarburífera vigente se convertirá en un escenario
posible para la definición del debate nacional sobre el gas y
el petróleo.
Un elemento central de este escenario que vale la pena
mencionar es la necesidad de diferenciar claramente los
actuales contratos de Riesgo Compartido suscritos con las
empresas capitalizadas (Andina, Chaco y Transredes) de
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aquellos que fueron firmados con empresas que operan en
el país al margen del proceso de Capitalización y bajo el
marco de la actual Ley de Hidrocarburos. Esta diferencia-
ción es importante porque las reservas certificadas de gas
natural están en manos de las empresas capitalizadas y
privatizadas en proporciones diferentes.
En general, un escenario como el que acabamos de
describir debe considerar dos aspectos sustanciales no pre-
cisamente coincidentes: por una parte, los actuales contratos
de Riesgo Compartido representan compromisos asumidos
por el Estado boliviano frente a la comunidad internacional,
con todas las consecuencias que estos compromisos conllevan
en términos de su eventual disolución, y, por otro lado, el
cada vez más creciente sentimiento nacional que plantea la
recuperación de la propiedad de las reservas de gas natural
en favor del Estado boliviano.
A partir de estos dos escenarios posibles en los que
podría desembocar el debate nacional sobre el destino de
los hidrocarburos, presentamos a continuación, un conjun-
to de propuestas y medidas concretas que pretenden apor-
tar al debate referido.
I. Modificación o ajuste de los contratos
de Riesgo Compartido
Indudablemente, el punto central en el que se conden-
sa la problemática hidrocarburífera nacional es la relación
contractual que se establece entre el Estado nacional y las
empresas petroleras transnacionales. Precisamente por ello,
la modificación o ajuste de los actuales contratos de Ries-
go Compartido, en dirección de establecer una relación
más equitativa entre Estado y empresas, debiera considerar
un conjunto de aspectos puntuales que pasamos a desa-
rrollar.
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i) Política Nacional de Energía
La relación contractual entre Estado y empresas debe
encuadrarse a una verdadera Política Nacional de Energía
que contemple toda la problemática hidrocarburífera actual:
propiedad, precios, mercados interno y externo, proyectos de
industrialización, regalías y participaciones y tributos.
ii) Reclasificación de reservas
Respecto de las reservas de gas natural, aquellas que
actualmente han sido definidas como reservas nuevas y
existentes, y todas aquellas que se descubran en el futuro,
deberían pagar regalías y participaciones equivalentes al
30% del precio de los hidrocarburos en boca de pozo. Este
porcentaje guarda relación con el promedio vigente en la
mayoría de los países de América Latina.
iii) Generar y desarrollar capacidad de fiscalización
Es indudable que en los próximos años se producirá un
incremento notable de los volúmenes de producción y expor-
tación de gas natural. Los compromisos vigentes de venta a
Brasil que suponen la utilización plena del gasoducto, una
muy probable expansión de la demanda por parte de ese
país, las crecientes exportaciones a la Argentina, la posibili-
dad todavía vigente de exportar gas a México y Estados
Unidos, los proyectos de industrialización y la expansión del
consumo en el mercado interno a través de la sustitución de
gasolinas por gas natural en el parque automotor y la amplia-
ción de la red de gas domiciliario, así lo confirman.
Como se sabe, de la dinámica de la producción y la venta
de hidrocarburos depende una gruesa tajada de los ingresos
del Estado boliviano. Dichos ingresos, sujetos al sistema tri-
butario vigente, dependen también de la capacidad de fiscali-
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zación del Estado sobre las empresas productoras y expor-
tadoras de gas y petróleo. Por todo ello, es imprescindible la
mejora sustancial de la capacidad estatal para realizar el res-
pectivo seguimiento, control y fiscalización de las transaccio-
nes de las empresas extranjeras. Estas empresas, como lo
señalamos anteriormente, tienen una amplia trayectoria y
experiencia en el manejo del negocio petrolero.
El Estado boliviano, por tanto, está en la obligación de
conformar y consolidar instituciones y capacidades profe-
sionales con alta calificación para asegurar que el pago de
los tributos reflejen la magnitud de las inversiones y los
negocios en el Sector Hidrocarburos.
Un manifiesto apoyo político de los poderes Ejecutivo
y Legislativo al actual Ministerio de Minería e Hidrocarbu-
ros y al Servicio de Impuestos Internos, con la consiguiente
conformación de un grupo de profesionales de alta califi-
cación, son los requisitos inmediatos para hacer posible
una verdadera presencia estatal en el Sector Hidrocarbu-
ros. El pobre desempeño de impuestos como del de la
utilidades (IUE), el aplicado a la remisión de ganancias al
exterior (IRUE), el IVA y el Impuesto a las Transacciones
(IT), desde el inicio del proceso de Capitalización, así lo
exige. Igual atención merece –en términos de evaluación y
pertinencia– el crédito fiscal del que se benefician actual-
mente las empresas extranjeras. Hasta la fecha, este meca-
nismo no ha merecido la adecuada fiscalización por parte
del Estado. Debería considerarse, incluso, su supresión.
iv) Revisión del Surtax
Siete años después de su creación, la única certeza que
se tiene sobre el impuesto a las utilidades extraordinarias
(SURTAX) es la necesidad de replantear y evaluar su vigen-
cia, especialmente por las expectativas que generan, en
términos de recaudación impositiva, los grandes campos
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hidrocarburíferos San Alberto, San Antonio, Itaú y Marga-
rita. Debe evaluarse con precisión el alcance de este im-
puesto y la posibilidad real de cobrarlo. Si dicha evalua-
ción arrojase resultados menores a las expectativas, deberían
considerarse soluciones alternativas que aseguren ingresos
significativos en favor del TGN.
v) Cotización en el mercado de capitales
La dimensión de los negocios petroleros en Bolivia, la
urgencia de establecer mecanismos de seguimiento, con-
trol y fiscalización por parte del Estado en el Sector Hidro-
carburos y, fundamentalmente, la necesidad de transpa-
rentar la información de los estados financieros de las
empresas transnacionales, son argumentos suficientes para
considerar la obligatoriedad, para las citadas empresas, de
registrar sus operaciones y cotizar sus acciones en el mer-
cado boliviano de capitales.
vi) Precio en boca de pozo
Los proyectos de exportación de gas natural, por sus
distintas peculiaridades y dimensiones, plantean la necesi-
dad de diseño y aprobación de metodologías específicas
para el cálculo de precios de los hidrocarburos en boca de
pozo. Dicha tarea debiera asumirla YPFB en nombre del
Estado boliviano.
vii)  Participación del Estado en los proyectos de
 industrialización
La Capitalización y privatización del Sector Hidrocarbu-
ros no contempló la posibilidad de desarrollar, junto a los
proyectos de exportación de hidrocarburos, otros que incor-
poren valor agregado a la producción. La venta de gas natu-
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ral a ultramar –el caso del LNG–, la conversión de gas a
líquidos (GTL), la instalación de termoeléctricas, proyectos de
petroquímica, producción de fertilizantes y la propia conver-
sión energética del parque automotor, fueron alternativas
ajenas a los planes iniciales de la señalada privatización del
sector. Por ello, y debido a las nuevas condiciones políticas
creadas en el país para el mejor aprovechamiento de los
recursos no renovables, urge encontrar los mecanismos que
hagan posible la participación del Estado en todos los futuros
emprendimientos de industrialización de los hidrocarburos.
Esos mecanismos deberían traducirse en una participación
estatal situada en el rango del 10 al 50% en los paquetes
accionarios de los proyectos a desarrollar.
viii) Ajustes a la Capitalización
La hasta ahora teórica propiedad de los bolivianos
sobre el 48% de las acciones de las empresas capitalizadas
(Andina, Chaco y Transredes en el Sector Hidrocarburos)
debe hacerse verdaderamente efectiva a través de al menos
cuatro ajustes a los actuales Contratos de Capitalización y
de Administración de esas empresas:
a) los directores que representan los intereses nacionales en
los directorios de las empresas capitalizadas deberían
ser elegidos en el Congreso Nacional con el mandado
específico de entregar información periódica sobre sus
estados financieros, funcionamiento y sobre las princi-
pales decisiones que se asuman en esas empresas;
b) los mencionados directores así designados y el Con-
greso Nacional deberían realizar un seguimiento con-
tinuo al desenvolvimiento de las empresas capitaliza-
das para garantizar que la entrega de dividendos a sus
socios bolivianos corresponda verdaderamente a las
ganancias obtenidas; asimismo, directores y Parlamen-
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to, junto al Poder Ejecutivo, deberían generar las con-
diciones para que las empresas capitalizadas registren
sus operaciones en el mercado nacional de capitales;
c) los directores que representen los intereses de los boli-
vianos en las capitalizadas deberían fiscalizar las ga-
nancias y los dividendos en poder de las Administra-
doras de Fondos de Pensiones (AFP).
d) debería considerarse la posibilidad de que las acciones
de los bolivianos que están en poder de las AFP pasen
a manos del Estado boliviano para evitar su futura
privatización o venta.
II. Diseño, aprobación e implementación
de un nuevo marco jurídico
El presupuesto fundamental que subyace en la propues-
ta de diseño e implementación de un nuevo marco jurídico
para los hidrocarburos es que el actual nivel de reservas de
gas natural, que asciende a 54,9 trillones de pies cúbicos
(TCF), corresponde a la exploración del 12% del territorio
nacional, es decir, sólo 60 mil kilómetros cuadrados de los 500
mil del territorio nacional calificados como potenciales
reservorios de hidrocarburos. Estimaciones de expertos en la
materia indican que en los próximo años la reserva actual de
gas natural podría ser multiplicada por 2 ó 3 veces.
Éste el verdadero sentido de una necesaria modifica-
ción del marco jurídico sobre hidrocarburos vigente en el
país. Se trata de un nuevo régimen que serviría como so-
porte de las reservas de hidrocarburos que se descubran en
el futuro y que nos permita recuperar la propiedad de esas
reservas para beneficio de las próximas generaciones de
bolivianos. Éste es el sentido de una nueva Ley de Hidro-
carburos que, además, debiera reflejar la orientación y con-
tenidos de lo que aquí llamamos Política Nacional de Ener-
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gía, una política que contemple la dinámica de cada una de
las fases de la cadena hidrocarburífera y que le permita al
país contar con una visión integral del circuito de la gene-
ración, apropiación y uso del excedente hidrocarburífero.
Respecto de la propiedad de las reservas y la produc-
ción de hidrocarburos, esa Política Nacional de Energía
debiera, al menos, restablecer la concepción vigente antes
de la actual Ley de Hidrocarburos 1689, de manera que el
Estado boliviano y las empresas extranjeras se beneficien
de la producción en partes iguales y, sobre la proporción
que le corresponde a las empresas extranjeras, éstas paguen
los tributos correspondientes.
Esta propuesta, además, no significaría cambios sustan-
tivos en la relación entre Estado y empresas extranjeras, ya
que los países latinoamericanos que optaron por no privati-
zar sus recursos hidrocarburíferos mantienen una relación
parecida a la señalada. En otras palabras, como la situación
actual del Sector Hidrocarburos es cualitativamente diferente
a la que existía antes del proceso privatización y capitaliza-
ción del sector –por la dimensión de las reservas de gas
natural y por la alta probabilidad de incrementarlas en el
futuro– el Estado boliviano está en condiciones de elaborar
un nuevo marco jurídico y de negociar una nueva relación
contractual con las empresas petroleras transnacionales.
En consecuencia, el país tiene mejores posibilidades
para negociar y llegar a acuerdos favorables en materia de
propiedad de las reservas y producción de los hidrocarbu-
ros, mercados interno y externo, precio en boca de pozo,
industrialización, rol de las empresas transnacionales, re-
galías, participaciones y tributos.
El diseño, la aprobación e implementación de un nue-
vo marco jurídico debería considerar, en primer lugar, la
participación del Estado en las diferentes fases de la cade-
na hidrocarburífera. La participación estatal en la industria
petrolera debe constituirse en la base del diseño de la
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Política Nacional de Energía y en el establecimiento de una
nueva matriz tributaria.
En segundo lugar, ese nuevo marco jurídico debe orien-
tarse a recuperar la propiedad de las reservas de gas natu-
ral y de petróleo, en especial, de los nuevos descubrimientos.
A su vez, deberá estar orientado a mejorar sustantivamen-
te los ingresos que perciba el Estado nacional por concepto
de regalías, participaciones y tributos. En el diseño de una
nueva Ley de Hidrocarburos, por tanto, es fundamental la
reconsideración del sistema tributario.
Y en ese contexto, la recuperación del 50% de regalías y
participaciones en la etapa del Upstream (exploración y ex-
plotación) resulta sustancial porque así se aseguraría que el
TGN cuente con mayores recursos. Y sobre este último aspec-
to, resulta importante considerar como referencias las expe-
riencias existentes en países limítrofes como Argentina y
Perú. En el primero de los países mencionados se pagan
regalías del 15% sobre la producción y se beneficia a las
provincias. En Perú existe un sistema progresivo de aplica-
ción de impuestos, es decir, una escala creciente de regalías
de manera que a medida que aumenta la producción se
incrementa el impuesto. En Bolivia, en cambio, existe un
sistema fijo de aplicación de impuestos, y nos parece que el
modelo más adecuado es el que está vigente en Perú.
Estas consideraciones, además, exigen la definición de
políticas para el uso de esos recursos de manera que no se
repitan las experiencias adversas que ha vivido el país a lo
largo de su historia en el uso de los excedentes generados por
la venta de materias primas. Para ello, se propone la creación
de una organización descentralizada con autonomía de ges-
tión para que los recursos del gas natural se orienten, exclusi-
vamente, a actividades dirigidas a la reestructuración pro-
ductiva y la generación de empleo en el ámbito urbano y
rural y, a su vez, a la ampliación de la cobertura y el mejora-
miento de la calidad de los servicios de educación y salud.
CONCLUSIONES Y PROPUESTAS
PRIVATIZACIÓN DE LA INDUSTRIA PETROLERA EN BOLIVIA290
El incremento vertiginoso de las reservas de gas natu-
ral, por otra parte, nos obliga a reflexionar sobre el posicio-
namiento de Bolivia en el mercado sudamericano de hidro-
carburos y en el destino del gas natural, no sólo desde el
punto de vista de la exportación de ese energético como
materia prima, sino, fundamentalmente, bajo la premisa de
incorporar valor agregado al gas y petróleo bolivianos
La dinámica actual del mercado sudamericano de los
hidrocarburos nos indica que la Política Nacional de Ener-
gía debe considerar la necesidad de priorizar una efectiva
relación con Brasil, Argentina y Chile, fundamentalmente.
Es en la relación con los mercados de esos países donde
adquiere importancia la incorporación de valor agregado
a los hidrocarburos bolivianos. Estamos hablando de pro-
yectos de petroquímica, generación de electricidad, trans-
formación de gas natural en líquidos, instalación de redes
domiciliarias y cambio de la fuente energética del parque
automotor.
La relevancia de una política como la que se señala
estriba en que sólo así será posible romper la dinámica
histórica de Bolivia reducida a la exportación de materias
primas, para pasar a una nueva fase que nos permitiría
incorporarnos al mercado internacional con productos que
contengan valor agregado, aspecto que beneficiaria, por un
lado, a la calificación del aparato productivo y, por otro, a
mejorar los ingresos de las arcas fiscales.
III. Posición del gobierno del presidente Carlos Mesa
El presidente Carlos Mesa y su Gobierno, nacidos de
las movilizaciones sociales de octubre, se encuentran fren-
te a la oportunidad histórica de dar un giro cualitativo en
materia hidrocarburífera. La coyuntura es extremadamen-
te excepcional para realizar cambios significativos en la
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normatividad legal y materializar la esperanza nacional
que exige que los recursos del gas natural y el petróleo
beneficien verdaderamente a Bolivia.
Lo propuesta de Ley de Hidrocarburos de Carlos Mesa,
analizada en el anterior capítulo, induce a señalar que el
Presidente optó por algunos aspectos indicados en los esce-
narios y propuestas anteriormente abordados. En térmi-
nos generales, el Presidente y su gobierno se inclinaron a
realizar ajustes a la Ley 1689 de Sánchez de Lozada e
introducir algunos elementos que configuran una todavía
frágil visión estatal sobre el Sector Hidrocarburos, pero, al
mismo tiempo, la propuesta de ley rehuye deliberadamen-
te los temas considerados “duros”, entre ellos, los contratos
de Riesgo Compartido, los derechos de propiedad, la rega-
lía y la industrialización.
Los seis meses de gobierno del presidente Mesa nos
indican que se vienen postergando, incomprensiblemente,
las decisiones políticas que exige la excepcional coyuntura.
Por ello, planteamos aquí tres posibles e hipotéticos cursos
en los que podría desembocar la actual situación política
en relación con los hidrocarburos:
i) Un acuerdo entre el gobierno y las empresas petroleras
supondría, al menos, la mejora en los ingresos del TGN
a través de la aplicación del Impuesto Complementario
a los Hidrocarburos (ICH) y la participación de YPFB en
los proyectos de industrialización del gas natural (dicha
participación se haría a través de la empresa YPFB SAM
/Sociedad Anónima Mixta). Los alcances de una nueva
Ley de Hidrocarburos incluirían el uso intensivo del
gas natural en el mercado interno a través de la instala-
ción de gas domiciliario y la sustitución del uso de
gasolinas por gas en el parque automotor. La concre-
ción de proyectos de exportación de gas natural a Bra-
sil, México y Argentina se suman también a los planes
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del gobierno. La aprobación del proyecto de ley del
gobierno quedará en manos del Congreso y, por tanto,
se asumirá una decisión política que deberá considerar
otros proyectos de ley presentados por organizaciones
sociales y partidos políticos.
ii) Es altamente probable que las principales organizacio-
nes sociales protagonistas de los conflictos de octubre
cuestionen el proyecto de ley del Ejecutivo porque no
contiene uno de sus principales planteamientos: la re-
cuperación de los derechos de propiedad de los hidro-
carburos en favor del Estado y la restitución del 50% de
regalías. Así lo han expresado, en enero de 2004, orga-
nizaciones sociales como la COB, la CSUTCB y la COR de
El Alto. Este segundo posible curso de los hechos po-
dría desembocar en nuevos conflictos sociales.
[Si fuese éste el curso que tomen los hechos en el futuro
inmediato, en las dos alternativas señaladas, el gobierno del
presidente Mesa habría perdido la oportunidad histórica de
construir e implementar una verdadera estrategia y política
hidrocarburífera nacionales con todos los componentes seña-
lados en el presente trabajo: efectivos derechos de propiedad;
visiones y propuestas concretas de industrializar el gas natu-
ral; mejora sustancial de los ingresos del Estado mediante la
restitución de las regalías y participaciones al 50%; eliminación
del SURTAX e implementación de un impuesto efectivo para la
captación de nuevos ingresos; participación real del Estado en
la cadena hidrocarburífera a través de YPFB, en especial en la
fase de industrialización; definición precisa del uso de los
recursos financieros provenientes del gas para reestructurar el
aparato productivo nacional y generar empleo; y, por último,
definir la posición de Bolivia en los probables mercados de
exportación, tomando en consideración la importancia estraté-
gica de América Latina y los Estados Unidos]
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iii) Un tercer e hipotético curso en el que podrían desem-
bocar los hechos, supondría un cambio significativo
del comportamiento y la actitud gubernamental en
dirección de llegar a acuerdos o consensos básicos en-
tre los sectores sociales y regiones productoras de hi-
drocarburos en los aspectos que actualmente están obs-
truyendo las decisiones gubernamentales. De la capa-
cidad de negociación y de los acuerdos a los que pu-
diera llegar el Gobierno con los sectores sociales podrían
obtenerse resultados que generarían un cuadro dife-
rente de negociación con las empresas petroleras trans-
nacionales, sobre la base de un gobierno que ha logra-
do un verdadero respaldo social. En este marco, nos
parece que sería prudente conformar una Comisión de
Energía Nacional con participación de representantes
de las organizaciones sociales y regiones productoras
de hidrocarburos. Esta posibilidad de desemboque de
los hechos está íntimamente vinculada a la verdadera
recuperación o nacionalización de los recursos hidro-
carburíferos.
En cualesquiera de estos tres posibles rumbos en los
que pueda desembocar la actual situación política en rela-
ción al debate sobre los hidrocarburos, el espacio de deci-
siones políticas recaerá, finalmente, en el Congreso Nacional.
Debiera entenderse, en todo caso, que el curso de los hechos
le ofrece al Parlamento una oportunidad para acoger las
diversas visiones y propuestas sobre futuro del gas y el
petróleo bolivianos. Al mismo tiempo, no se puede dejar
de tomar en cuenta que el Congreso asumirá decisiones en
el marco de una evidente falta de credibilidad de los parti-
dos políticos en el plano nacional y de un clima de asedio al
Legislativo a cargo de diferentes grupos de presión: las
propieas empresas petroleras transnacionales (Cámara de
Hidrocarburos de Bolivia), la Embajada de Estados Uni-
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dos, las regiones productoras de hidrocarburos, a través de
los Comités Cívicos y Federaciones de Empresarios, y las
organizaciones de los movimientos sociales. Sin embargo,
el Congreso Nacional no puede eludir su responsabilidad
histórica frente al país, pues de sus decisiones dependerá,
en gran medida, el futuro mediato e inmediato de Bolivia.
Bajo ese contexto, es fundamental que los partidos políticos
y los representantes parlamentarios estén a la altura de
estos retos. Sólo así, el país podrá recuperar y utilizar la
renta petrolera para sentar las bases de una diferente tra-
yectoria y orientación del desarrollo nacional.
